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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado del interno ESTEBAN PORRAS GIRALDO, contra el auto interlocutorio proferido el tres (03) mayo del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se negó la solicitud de prisión domiciliaria.

2.- PROVIDENCIA 

El señor juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al sentenciado ESTEBAN PORRAS GIRALDO, frente a la petición de prisión domiciliaria, analizó en primer término lo concerniente con el factor objetivo de la norma del artículo 38 del Código Penal, el cual encontró satisfecho en consideración a que la condena se impuso por un concurso de conductas punibles, de las cuales la más grave tiene aparejada una sanción mínima de tres (3) años de prisión.

Empero, en lo concerniente con el factor subjetivo de la misma disposición, coligió que no era posible conceder la sustitución pedida, ya que analizado el comportamiento personal, familiar, laboral y social del condenado, el resultado no le era favorable ya que con el fin de obtener un lucro económico, mediante engaño, vulneró el patrimonio económico de varias personas que confiaron en él. Por ende, comportamientos de esa naturaleza –tan generalizados hoy- no pueden tener un trato benigno por parte de la judicatura y requieren de un castigo ejemplarizante, dando así aplicación a los postulados de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad aludidos por el defensor. Agregó que beneficiar al sentenciado con la prisión domiciliaria sería tanto como transmitir un mensaje a la comunidad, consistente en que no hay sanción para el delito, dejándola indefensa frente a este tipo de conductas.

En igual sentido, debía analizarse el tema desde la óptica de los argumentos presentados por el abogado sobre la aplicación de las normas más favorables de la Ley 906 de 2004, en concreto los artículos 314 y 461, para lo cual dijo que esta última regula los casos de libertad del procesado o condenado -sic- y la prisión domiciliaria no se corresponde con la figura de la libertad, sino con la de los sustitutos penales de la detención o la prisión, según el caso. En ese orden de ideas, la remisión del artículo 461 al 314 ya mencionados, obligaba a que se trasladaran al primero las exigencias de la segunda para efectos de conceder o negar la prisión domiciliaria y ello obligaba al juez que ejecuta la pena a realizar un análisis serio, fundado y motivado que le permita identificar y presentar un diagnóstico positivo o negativo respecto a que el condenado no pondrá en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.      
Argumentó asimismo, que no podía tenerse como único elemento la visita favorable de la Trabajadora Social y debía estudiarse también la personalidad del sujeto, con fundamento en los aspectos ya analizados.
3.-  RECURSO

Manifiesta el abogado defensor que no es cierto que el señor juez en el minucioso estudio que hace, pueda desbordar los límites que señaló el legislador, irrumpiendo en subjetivismos que no consultan la realidad y que se convierten en cambio en calificación objetiva de la realización de la conducta típica, lo cual se encuentra proscrito según lo enseña el artículo 12 del Código Penal.
Se refiere enseguida a las funciones de la pena, en relación con el caso del señor ESTEBAN PORRAS: (i) Prevención general, dado que no es un delincuente consuetudinario y por falta de cuidado en su defensa no se evidenció su falta de culpabilidad; (ii) Retribución justa, figura que no es propia de un Estado Social de Derecho, pues la justicia retributiva es patrimonio de sistemas inquisidores afortunadamente ya superados; (iii) Reinserción social, debido a que constituye una excelente oportunidad que su prohijado esté rodeado de su familia y de la comunidad en medio de la cual ha vivido los últimos cuarenta (40) años, sin necesidad de exponerlo por simple sed de venganza a un sistema penitenciario y carcelario que no satisface los propósitos de enmienda que persigue el legislador; y, (iv) Protección al condenado, que busca alejarlo de la aplicación de una justicia privada, que las víctimas vayan a tomarse justicia por su propia mano, lo que en este caso al ser conocida por los ofendidos la verdadera responsabilidad de su prohijado no hacen viables esas expectativas.
Itera lo argumentado en su memorial petitorio sobre haber quedado demostrado que el señor PORRAS GIRALDO no tratará de cambiar de residencia o que evadirá el cumplimiento de la pena y que además, del informe de la Trabajadora Social se puede inferir que su cliente no requiere tratamiento penitenciario y contrario a lo deducido por el señor juez ejecutor de la pena, se trata de una persona cumplidora de sus deberes, que por desconocimiento de su derecho a la defensa técnica, se le venció la oportunidad de explicar a la justicia su real y verdadera participación del delito por el cual fue condenado.
Solicita que la providencia apelada sea revocada y se le conceda a su poderdante la prisión domiciliaria.
4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira negó la prisión domiciliaria.
De cara a los argumentos plasmados por el apoderado, debe decir de una vez el Tribunal que no resulta posible a estas alturas, cuando el señor PORRAS GIRALDO descuenta la pena que se le impuso por medio de una sentencia que al haber quedado debidamente ejecutoriada ha hecho tránsito a cosa juzgada, seguir insistiendo en la ausencia de su responsabilidad de su cliente, echando de menos un mejor ejercicio profesional de quien en su momento fungió como su defensor en el proceso. Afirmaciones de esa índole no pueden ser de recibo en este momento, porque es un hecho cierto que la presunción de inocencia quedó desvirtuada y de persistirse en esa actitud de ajenidad frente a las conductas punibles por las que se le juzgó y sentenció, se dificulta más el proceso de resocialización que debe emprender el interno.

En lo que hace con el punto central del recurso, no encuentra la Sala posible que el señor PORRAS GIRALDO pueda descontar en su lugar de residencia la sanción aflictiva de la libertad que se le impuso, toda vez que tal como lo advirtió el a quo con los elementos de juicio que se tienen, el pronóstico-diagnóstico que es obligatorio hacer señala que no es procedente otorgar esa sustitución.

Como el análisis atrás mencionado debe contemplar las situaciones anteriores y/o concomitantes con la comisión de la conducta punible, es decir, que se hace ex ante y no ex post, debemos decir que una persona que actúa en la forma en que lo hizo el sentenciado, esto es, prevalido de la necesidad de las personas por buscar nuevos  horizontes en otros países, a quienes contactaba, convencía de la capacidad de conseguir las visas y se les proveía de ese tipo de documentos falsos e incluso se les ponía en contacto con prestamistas que previo compromiso de sus propiedades arbitraban los recursos que finalmente iban a parar a manos de quienes habían orquestado el ardid, no parece prudente que se le permita retornar inopinadamente a su hogar, porque si con anterioridad no vaciló en defraudar a los que depositaron en él la confianza, no existe garantía de no volver a afectar a personas incautas con la facilidad que le daría el estar por fuera del centro carcelario.

Los argumentos del abogado apelante, en cuanto se sostienen en la presunta inocencia de su cliente y en la censura al sistema penitenciario, no pueden prosperar, puesto que, como ya se explicó, para la judicatura resulta claro que el factor subjetivo exigido por la norma del artículo 38 del Código Penal no se satisface en este caso. Y debe indicarse con igual finalidad, que muy a pesar del personal punto de vista de la parte recurrente, en cuanto al fin retributivo de la pena, es lo cierto que no obstante los paradigmáticos cambios hechos en el sistema procesal penal, el resultado consistente en la pena impuesta para reponer el daño causado, sigue siendo uno de los fines pretendidos por el legislador; eso si, entendido no como venganza Estatal o expiación, sino como una retribución justa, atendido el grado de necesidad, la proporcionalidad y la razonabilidad en su aplicación, que procure evitar la retaliación privada a la que alude el libelista.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

        Magistrado 
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